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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar tres párrafos al artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio el Estado; y adicionar tres párrafos al inciso k) de la fracción VI del artículo 41 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios; y se modifica el contenido de la fracción IV del artículo 294 y se adicionan tres párrafos al artículo 302 del Código Municipal,  todos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación al despido injustificado del trabajador de base o de base sindicalizado.

Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 6 de Mayo de 2015.

Turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social.

Fecha del Dictamen: 2 de Noviembre de 2016.
Se desecha por Mayoría la iniciativa de reforma.

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el Diputado  Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR TRES PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 18 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO EL ESTADO; Y ADICIONAR TRES PÁRRAFOS AL INCISO K) DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 41 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS; Y SE MODIFICA EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 294 Y SE ADICIONAN TRES PARRAFOS AL ARTÍCULO 302 DEL CÓDIGO MUNICIPAL,  TODOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
Con base en la siguiente:
Exposición de motivos
Los mexicanos tienen el derecho a recibir justicia pronta y expedita de parte de los tribunales facultados para impartir justicia. Así lo establece el artículo 17 Constitucional; y así lo define la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos criterios emitidos desde los años noventas hasta los años más recientes, por brevedad, mencionamos uno:

Registro No. 921075 
Novena Época 
Instancia: Segunda Sala 
Tesis Aislada 
Materia: Constitucional 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN AQUEL DERECHO PÚBLICO SUBJETIVO, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.- La garantía individual o el derecho público subjetivo de acceso a la impartición de justicia, consagra a favor de los gobernados los siguientes principios: 1. Justicia pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades encargadas de su impartición, de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto se establezcan en las leyes; 2. Justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos, cuyo estudio sea necesario; y garantice al gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. Justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución, no sólo apegada a derecho, sino, fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda considerarse que existió favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y 4. Justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. Ahora bien, si dicha garantía está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla, lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, con independencia de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.
Para nadie es secreto que los juicios de tipo laboral /burocrático, o procesos laborales de los servidores públicos contra sus patrones, esto es, las dependencias para las que trabajaban, suelen tardar años en resolverse, muchas veces no por cuestiones de carácter jurídico o constitucional; si no, por actos y acciones dilatorias que persiguen fines generalmente deshonestos, entre otros:
I.- Tratar de hacer que el actor (demandante) se dé por vencido y desista de sus pretensiones para aceptar en su caso una negociación que le confiera prerrogativas muy por debajo de las justas y apegadas a derecho.

II.- Generarle a la dependencia pública (el patrón) una enorme erogación en el pago de la liquidación correspondiente y de los salarios caídos; este acto, es comúnmente planeado entre las partes involucradas, quienes arman una simulación y una farsa con tal fin.

III.- Generales a una administración que fue exitosa, honesta y eficiente, una carga financiera perjudicial, con el único objetivo de causarle un menoscabo patrimonial o financiero hasta donde sea posible, como acto de venganza de actores políticos resentidos y administraciones intolerantes.
Entre las principales razones de que los procesos laborales se prolonguen de modo injustificado por años.
El documento “La Duración de los Juicios de Despido Injustificado en Materia Burocrática”, de Jorge Luis Silva Méndez, publicado en 2011, por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, revela los promedios de duración de los juicios o procesos laborales relacionados con la administración pública en México (más de 500 casos contra la SEP Federal). Si bien, estos promedios varían en atención a diversos factores como los recursos colaterales ajenos a la competencia del tribunal, la estructura del proceso de acuerdo a cada legislación, la cantidad de personal de los tribunales competentes, la sobrecarga de trabajo, la ubicación geográfica de los tribunales en relación a los demandantes, la capacidad profesional de los abogados litigantes y otros factores, se logró demostrar que el promedio estándar (en los casos de la SEP Federal) es de 1347 días para que un juicio laboral concluya. Los casos que se resolvieron en menos de mil días, generalmente están asociados a conciliaciones entre las partes.
Mientras que los juzgados y tribunales civiles, mixtos, de cuantía menor, penales, administrativos, fiscales, familiares y mercantiles (federales o estatales) cumplen siempre y a toda costa con emitir sus respectivas sentencias en los plazos de ley; resulta que los llamados Tribunales  de los Trabajadores Estatales y/o Municipales; así como el federal, se toman el tiempo del mundo para emitir los laudos correspondientes, con los perjuicios que ya hemos señalado anteriormente. Hecho que resulta absurdo, pues no cabe explicación que justifique por qué unos sí pueden impartir justicia en plazos razonables y apegados a derecho, mientras que los tribunales de los servidores públicos no pueden hacerlo.
En la reforma laboral del año 2012, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha viernes 30 de noviembre del año 2012; entre otras muchas adecuaciones, adiciones, derogaciones y modificaciones a la Ley Federal del Trabajo, destaca la siguiente:
Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale en el trabajo que desempeñaba, o que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago.

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior.

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

En caso de muerte del trabajador, dejarán de computarse los salarios vencidos como parte del conflicto, a partir de la fecha del fallecimiento.

Los abogados, litigantes o representantes que promuevan acciones, excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimiento de pruebas, recursos y, en general toda actuación en forma notoriamente improcedente, con la finalidad de prolongar, dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución de un juicio laboral, se le impondrá una multa de 100 a 1000 veces el salario mínimo general.

Si la dilación es producto de omisiones o conductas irregulares de los servidores públicos, la sanción aplicable será la suspensión hasta por noventa días sin pago de salario y en caso de reincidencia la destitución del cargo, en los términos de las disposiciones aplicables. Además, en este último supuesto se dará vista al Ministerio Público para que investigue la posible comisión de delitos contra la administración de justicia…..

Esta reforma se hizo, entre otras cosas, para poner fin a las prácticas dilatorias dolosas con ánimo meramente lucrativo,  concertadas entre autoridades y abogados litigantes. 
Es menester recordar que la Ley Federal del trabajo es supletoria a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicios del Estado, Reglamentaria del Apartado B de la Constitución Federal, se acuerdo al artículo 11 de este ordenamientos, es también supletoria en materia local  el Estatuto  Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, de acuerdo al artículo 7; y supletoria al Estatuto Jurídico de los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, de acuerdo a lo plasmado en el dispositivo 9 de su texto. 
Si bien, durante la pasada legislatura, se realizaron dos reformas tendientes a resolver este problema, ambas a los Estatutos que rigen a la burocracia estatal y a los profesores en la entidad, consideramos como Grupo Parlamentario, que atendiendo al principio de que toda ley es perfectible, se necesita una adecuación mayor para asegurar el fin de los procesos largos y las prácticas dolosas y corruptas que ya hemos señalado en la presente.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:
DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona tres párrafos al artículo 18  del Estatuto para Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza; PARA QUEDAR COMO SIGUE:
ARTICULO 18.-  Primer párrafo….
Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

…………..

ARTÍCULO SEGUNDO: Se adicionan tres párrafos al artículo inciso k) del la fracción VI del Artículo 41, recorriendo el contenido que ocupa actualmente el párrafo quinto a la novena posición del Estatuto para los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 41.-……

I a la V…….

VI……..

a) a l   j)…….

k).- Párrafos del primero al quinto……

Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

Por lo que respecta al incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General del Servicio Profesional Docente a los sujetos obligados a ella, se regirán por el procedimiento establecido en la misma Ley. 

……………

ARTÍCULO TERCERO: Se modifica el contenido de la fracción IV del Artículo 294, y se adicionan tres párrafos al artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 294…….

I a la III….

IV. Reinstalar a los trabajadores de base en las plazas de las cuales los hubieren separado injustificadamente y ordenar el pago de los sueldos caídos a que fueren condenados por laudo ejecutoriado, de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 302 del presente Código.

V…….

ARTÍCULO 302. Primer párrafo…..

Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

…………………

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a  06 de mayo de 2015

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LU IS

        COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ 
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